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			Prólogo

			 

			LA EUROPA DE LOS DERECHOS

			 

			DANIEL INNERARITY

			 

			 

			 

			Desde la creación del Instituto de Gobernanza Democrática, Europa ha sido uno de nuestros motivos permanentes de atención. A través de seminarios, conferencias, proyectos de investigación y publicaciones se trasluce nuestro afán de contribuir al debate sobre el papel de la Unión Europea en la política internacional contemporánea, su construcción institucional o su compleja identidad. Valga como muestra The future of Europe. Democracy, legitimacy and justice after the euro crisis (comp. por Serge Champeau, Carlos Closa, Daniel Innerarity y Miguel Maduro, Londres, Rowman & Littlefield, 2015), una obra que reúne las contribuciones de relevantes autores convocados a uno de los congresos del Instituto, o los II European Encounters, celebrados recientemente. El primero de esos encuentros lo habíamos organizado en colaboración con el Instituto Universitario Europeo de Florencia, y el segundo, con la London School of Economics and Political Science. 

			Además, como el nombre mismo del Instituto muestra frontalmente, los desafíos de la gobernanza de las sociedades democráticas son el eje de nuestra actividad. Y sociedades democráticas son aquellas donde los derechos humanos son plenamente efectivos. Ahora, en la línea de colaboración mantenida con la editorial Paidós, ofrecemos al debate público esta nueva aportación uniendo esos dos intereses: qué papel juegan hoy los derechos humanos en la política europea. Como director del Instituto me corresponde explicar brevemente al lector por qué nos parece importante volver nuestra atención hacia estos temas.

			Corremos el riesgo de que los derechos humanos, poco a poco, vayan quedando más como una seña de identidad del pasado que como una parte del proyecto de futuro europeo. El empuje de los movimientos revolucionarios en Francia, como en Estados Unidos y en tantos otros lugares, hizo caer a las viejas sociedades lastradas por pervivencias feudales y abrió el cauce para las primeras formas de globalización. La bandera bajo la que se movilizó toda esta energía política fue la de los derechos humanos. Las costumbres, los derechos y tradiciones locales habrían de ser superados para abrir espacio a formas de articulación política y jurídica en que todos los seres humanos pudiesen ser libres e iguales. Un caso entre otros: los esclavos de Haití, americanos de no muy lejanos antecedentes africanos, se levantaron y establecieron una república libre siguiendo la estela revolucionaria francesa. Porque poco importaba si uno era americano, africano o europeo; aquella forma de concebir las libertades públicas tenía vocación de extenderse globalmente, con un sentido igual para los haitianos o para los constituyentes de Cádiz. Es el origen de la democracia cosmopolita de la que habla David Held. Nadie niega las tinieblas (ahí está el Congo belga al lado del ejemplo haitiano), solo se trata de destacar que, a pesar de todas sus incoherencias, el modelo de los derechos humanos fue una onda con suficiente impulso para amplificarse a escala global, y la onda se inició en suelo europeo.

			Pero ya no parece que Europa quiera ser una potencia exportadora de derechos humanos. En los sistemas de evaluación de los países por su calidad democrática y su disfrute de los derechos fundamentales siempre encontramos entre los primeros puestos a representantes europeos. Pero esta posición de vanguardia ad intra no siempre se corresponde con el papel ad extra que tienen estos mismos países. Parece como si, escarmentada por décadas de colonialismo y por las graves violaciones de derechos del siglo XX, la denominada fortaleza Europa estuviese concebida para preservar la calidad de vida de sus ciudadanos y ya no para ofrecer al resto un european way of life que pueda ser defendido como modelo universal. Desde la época en que las nuevas repúblicas que se independizaban de sus metrópolis tomaban el modelo de la Revolución francesa e imitaban su sistema político, encabezado por la Declaración de derechos humanos (y el sentir común era que aquellas normas tenían validez universal), hoy los europeos parecen haber agotado su capacidad de presentarse como referente. 

			El primer síntoma de que puede estar iniciándose la trayectoria de descenso es que buena parte del esfuerzo se vaya en reforzar las fronteras. El ideal de una sociedad democrática, libre y próspera ya solo queda como objeto de consumo interno para europeos. De ahí que haya que levantar más altos los muros que protegen las libertades que disfrutamos, como si la libertad de circulación no formase parte también de los derechos humanos. Difícilmente podrá alguien ejercer la libertad de abandonar su país (art. 13.2 de la Declaración Universal de Derechos Humanos) si se le cierran todas las puertas a las que llama. Y el mejor ejemplo y la mayor vergüenza los representan el rechazo a los refugiados. De nada sirve condenar de palabra a los regímenes autoritarios cuando se les niega a sus víctimas el derecho de asilo que legítimamente invocan (art. 14 de la Declaración). Tanto en el caso de la inmigración como en el de los refugiados, el argumento que más fácilmente se difunde es el de la amenaza que representan. Europa podría bien sentirse satisfecha de ser elegida como el lugar donde tantos eligen pasar su vida, pero no es esto lo que suele escucharse a sus ministros del Interior. Cuando una forma de vida está a la defensiva parece haber comenzado su decadencia. 

			¿Y Europa misma, cómo se construye políticamente? Desde los tiempos de la Comunidad Económica del Carbón y del Acero, el avance de las instituciones comunes europeas ha tenido como elemento tractor cuestiones relacionadas con el intercambio comercial, la provisión de servicios, la coordinación de tareas administrativas y la supresión de barreras burocráticas entre los miembros. Tal vez la dicotomía que se deriva de que el Consejo de Europa avanzase previamente en las exigencias democráticas y de garantía de los derechos fundamentales dejó a la actual Unión en otro plano, más administrativo y económico. Y así, el proceso de integración europea se desarrolló desde su origen a espaldas del principio de soberanía popular. Sus gestores son vistos por los europeos más bien como una élite tecnocrática. Parte del déficit político actual de la Unión se refiere precisamente a esto. Solo tardíamente se ha intentado incorporar los derechos fundamentales a los tratados, algo que de haberse hecho con anterioridad y con mucha mayor decisión habría servido tal vez para impedir el reciente recorte de la libertad de prensa en Hungría y el inminente en Polonia. 

			En términos de cultura política y no ya de estructura organizativa de la Unión, la ciudadanía europea no llega a ser percibida por sus titulares como una seña de identidad sólida. Parece más bien un conjunto de ventajas justificables en términos utilitaristas (libertad de circulación, levantamiento de aranceles, convalidación de títulos...), pero lejos del patriotismo constitucional del que hablaba Sternberger y luego Habermas: una identificación con la comunidad política por ser un sistema compartido de libertades públicas. La debilidad originaria de esa identidad política basada en los derechos fundamentales hace que fácilmente tenga que ceder su sitio a la reedición de los viejos nacionalismos excluyentes (excluyentes incluso frente a otros europeos): ahí están movimientos políticos como Los Verdaderos Finlandeses, los partidos defensores de «la libertad» de Holanda o Austria, el Frente Nacional francés, etc.). 

			Queremos reflexionar sobre el peso actual de los derechos humanos en las políticas públicas europeas. Y lo hacemos en tres líneas fundamentales: las relaciones internacionales, la cooperación al desarrollo y la garantía de los derechos económicos, sociales y culturales. Como expone a continuación Ignacio Aymerich, coordinador de este trabajo, hemos intentado desde el Instituto elegir cuestiones representativas y autores de prestigio que sirvan para poner de relieve el decisivo papel europeo en el futuro de los derechos humanos.
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			LOS DERECHOS HUMANOS COMO SEÑA DE IDENTIDAD DE LAS POLÍTICAS PÚBLICAS EUROPEAS 

			 

			IGNACIO AYMERICH OJEA

			 

			 

			 

			La atención a las muchas batallas por las libertades públicas no debería impedirnos mantener la capacidad de juzgar el curso general de la contienda, y así, para tener una mayor perspectiva, conviene periódicamente distanciarse de las exigencias políticas y jurídicas cotidianas y evaluar la trayectoria recorrida. Huntington lo hizo, por ejemplo, en 1991 cuando publicó su conocida obra sobre las tres oleadas de democratización.[1] En trazos más amplios, Norberto Bobbio denominó «tiempo de los derechos» a la época que se inicia con las primeras declaraciones y llega hasta el presente, afirmando que a lo largo de este período la doctrina de los derechos del hombre ha recorrido mucho camino, de algunas de cuyas etapas no se podrá tan fácilmente volver atrás.[2] Nunca sabremos si en los tres años que van del 11-S a su muerte en 2004 no se permitió alguna duda en esa afirmación suya, habida cuenta del sacrificio de algunas libertades en el altar de la seguridad. 

			Este ejercicio de balance implica considerar muchas facetas, pero un aspecto crucial es quiénes son los agentes. Podemos volver la atención desde la escena (como hacen Huntington y Bobbio) hacia los actores y preguntarnos quiénes llevan hoy la iniciativa en la promoción de los derechos humanos. La clásica polémica Jellinek-Boutmy,[3] referida a un momento todavía muy temprano en la historia de los derechos humanos, discutía las raíces de la limitación constitucional del poder estatal. Jellinek remontaba esas raíces al reconocimiento de la libertad de conciencia con que se superaron las guerras de religión europeas (y con ello las situaba en el ámbito cultural germánico), pasando por los bills of rights británicos y las declaraciones de derechos de las colonias de América hasta llegar a la déclaration francesa de 1789, mientras que Boutmy situaba esas raíces, con autonomía y originalidad histórica, en la Ilustración y la evolución ideológica de Francia. Detalles aparte, lo que trasluce esta polémica es que el centro de la iniciativa en los derechos humanos estaba entonces en Europa y en algunas colonias europeas en América, próximas a convertirse en Estados Unidos. 

			Si proyectamos este mismo debate hacia delante, más de siglo y medio después, encontramos que la mayor parte de los cincuenta signatarios de la Carta de San Francisco (que daría lugar al nacimiento de Naciones Unidas) eran Estados con sistemas constitucionales herederos de forma más o menos directa de las revoluciones francesa y estadounidense. Cuando en 1948, tres años después, se somete a aprobación la Declaración Universal de Derechos Humanos y recibe el voto afirmativo de 48 Estados, de nuevo la mayoría de ellos cumplen con la característica ya señalada. Más adelante, a lo largo de todo el proceso de descolonización, los nuevos Estados que ingresan en Naciones Unidas y, en diferentes grados y plazos, ratifican los tratados internacionales de derechos humanos, lo hacen tras su independencia de metrópolis que todavía son en buena medida europeas. Una evolución paralela podrá verse más adelante en el ingreso en el Consejo de Europa —ingreso que requiere el respeto de los derechos humanos— de los países de la antigua órbita soviética tras la caída del Muro de Berlín. Pero volviendo al proceso de descolonización, tanto si los nuevos Estados heredan un modelo constitucional semejante al de las potencias coloniales como si actúan por reacción contra la anterior tutela colonialista, el punto de referencia sigue orbitando en muchos casos alrededor de modelos políticos, jurídicos y sociales que tuvieron su génesis en la cultura y la evolución constitucional europea. El panarabismo socialista, por ejemplo, se expandió por naciones que reaccionaban contra su pasado colonial, básicamente británico, sin por ello pretender una vuelta a formas políticas anteriores al colonialismo, sino incorporando doctrinas que en parte seguían teniendo un origen europeo. Por no hablar de la formación parisina de Pol Pot y el ideal social que llevó a Camboya, que bien poco tenía que ver con la tradición camboyana. 

			Pero ¿qué ha ocurrido desde entonces? ¿Cuál ha sido el papel que viene desempeñando Europa desde finales del siglo XX y lo que llevamos del XXI en la promoción y garantía de los derechos humanos? Responder a estos interrogantes ha sido el propósito del Instituto de Gobernanza Democrática (<www.globernance.org>) al reunir a un grupo de expertos y recabar de ellos una evaluación de las políticas públicas de los países europeos en la actualidad. Se trata de cuestionar en qué medida la promoción y defensa de los derechos humanos sigue siendo un signo distintivo europeo en la escena internacional. Sería imperdonable dejar de mencionar que entre la redacción de las colaboraciones que componen este libro y su aparición pública se ha producido la lacerante respuesta europea a los refugiados que llegaban a su territorio. Que esta cuestión no sea abordada con la atención que debería no obedece más que a la cronología reciente de los sucesos y su desajuste con los trabajos de preparación de los textos. Europa, tantas veces en su papel de referente moral para criticar los regímenes autoritarios, se cierra ilegítimamente a aceptar a quienes ponían aquí su esperanza de que el derecho humano de asilo les fuese garantizado. Este triste problema ha quedado fuera de foco a nuestro pesar.

			La interrogante relativa al papel de Europa en la promoción y garantía de los derechos humanos en los últimos tiempos se ha desglosado en tres ejes temáticos. En primer lugar, se trata de evaluar si las políticas europeas de cooperación al desarrollo están sirviendo como instrumentos útiles en la promoción de los derechos humanos. Muchos países desarrollados declaran que esta es una de las finalidades básicas de su política de cooperación, pero es preciso pasar de las declaraciones al juicio sobre los hechos. En segundo lugar se trata de evaluar si las decisiones políticas de los países europeos en las relaciones internacionales están guiadas por la defensa de los derechos humanos o si, más bien, es la realpolitik la que determina estas decisiones. Por último, Europa se ha significado tradicionalmente por su sistema de garantías de los derechos económicos, sociales y culturales. Ciertamente, en la comparativa entre las sociedades democráticas, hay países europeos de los que no se puede sostener esta última afirmación y hay países no europeos con un sólido sistema de defensa de los derechos económicos, sociales y culturales, pero a grandes rasgos, y si se trata de comparativas entre las regiones del mundo, Europa ha sido vista como la vanguardia en este campo. Tras la crisis del Estado de bienestar, ¿se puede seguir sosteniendo esta afirmación? Veamos cada una de estas cuestiones más en detalle. 

			 

			 

			LA COOPERACIÓN EUROPEA AL DESARROLLO Y LOS DERECHOS HUMANOS

			 

			La cooperación al desarrollo puede llegar a ser un instrumento decisivo en la promoción de los derechos humanos. En el caso de Estados Unidos, el vínculo entre la cooperación al desarrollo y los derechos humanos está establecido con rango legal desde hace ya más de cuarenta años. Los artículos 116 (d) y 502 (b) de la Ley de ayuda exterior de 1971 prohíben conceder ayuda al desarrollo a países implicados en un patrón sistemático de violaciones de derechos humanos. Con este fin, el Departamento de Estado envía cada año al Congreso un informe titulado Country reports on human rights practices, que debería condicionar el destino de los fondos de ayuda al desarrollo. Igualmente, la organización estadounidense Freedom House publica anualmente un informe sobre la situación de los derechos civiles y políticos en todos los países del mundo que trata de influir en la asignación de la ayuda al desarrollo, como reconocía ya en su informe de 1994-1995 (Karatnycky, 1995, 8). Otros países iniciaron líneas de acción política alrededor de aquella misma época. Holanda hizo un compromiso público según el cual su Ministerio de Asuntos Exteriores condicionaría los programas de ayuda al desarrollo a la ausencia de violaciones de los derechos humanos en el país destinatario de la ayuda, según quedase acreditado por los informes de Amnistía Internacional (Baehr, 1982, 39-52); y, de forma semejante, los países nórdicos elegían a los destinatarios de sus programas de cooperación al desarrollo siguiendo la evaluación hecha en informes elaborados por instituciones independientes, como es el caso del Christian Michelsen Institute en relación con la política de cooperación al desarrollo de Noruega, uno de los países que más fondos destinan a la cooperación.

			Esta larga tradición no es ajena a la Unión Europea, que tiene también una prolongada experiencia en el enfoque del desarrollo basado en derechos humanos reflejado ya en las Convenciones de Lomé (1975-2000) y el Acuerdo de Cotonou (2000-2020). Todo acuerdo comercial o de cooperación que se firme con países no miembros de la UE debe contener cláusulas que reafirmen que los derechos humanos constituirán un factor esencial en las relaciones comerciales y de cooperación. Y se han firmado hasta la fecha más de ciento veinte acuerdos que incluyen estas cláusulas. Paralelamente, la Unión vincula las relaciones comerciales y de cooperación a los derechos humanos en sentido negativo: se suspenderán o limitarán estas relaciones con países implicados en violaciones de derechos humanos, y así la UE ha impuesto sanciones a países como Bielorrusia o Irán. El Tratado de Maastricht introdujo un nuevo capítulo sobre cooperación al desarrollo que incluye la promoción de los derechos humanos entre sus principales objetivos. Y, finalmente, el EIDHR (Instrumento Europeo para la Democracia y los Derechos Humanos) apoya el fortalecimiento de estos derechos a través de la cooperación con organizaciones no gubernamentales e instituciones internacionales y apoya a los grupos de la sociedad civil o los particulares que defienden la democracia y luchan contra la tortura y el racismo. El EIDHR dispuso para el período 2007-2013 de un presupuesto de 1.100 millones de euros y actualmente (2014-2020) lo ha incrementado hasta los 1.332 millones.

			Pero en todos estos casos, el primer paso es la evaluación de la situación de los derechos humanos en el país receptor de la ayuda. A pesar de que Estados Unidos es pionero en vincular de forma legal la cooperación al desarrollo con los derechos humanos, el hecho de que este condicionamiento se lleve a cabo por medio de un informe que redacta la misma autoridad que propone la asignación de los fondos no ofrece todas las garantías que serían deseables para que esta decisión estuviese realmente vinculada a los derechos humanos y no prevaleciesen otros intereses. Holanda y los países nórdicos vincularon su decisión a la evaluación hecha por terceros independientes para dar mayor garantía a la condicionalidad de la ayuda al respeto de los derechos humanos. Como ha reconocido el Advisory Council on International Affairs, una forma de garantizar la independencia de esta evaluación es el desarrollo de indicadores: «Bajo la presión del creciente papel de los derechos humanos en la cooperación al desarrollo de la Unión Europea y la siempre creciente demanda de resultados, la Unión Europea ha reconocido la importancia de desarrollar indicadores que midan la efectividad de sus políticas de ayuda al desarrollo de forma más ajustada. La Comisión recientemente ha introducido una serie de iniciativas con este propósito, ampliamente basadas en los Objetivos de Desarrollo del Milenio (de Naciones Unidas). En este sentido, sin embargo, debería observarse que el catálogo de instrumentos esenciales para la puesta en práctica y el apoyo de una política de derechos humanos efectiva (por ejemplo, instrumentos para reunir y analizar datos e incrementar la experiencia de los equipos relevantes) es todavía inadecuado» (Advisory Council on International Affairs, 2003, 30). En este mismo punto ha insistido también Naciones Unidas (Oficina del Alto Comisionado de Naciones Unidas para los Derechos Humanos, 2006, 30).

			En todo caso, no hemos pasado aún del plano normativo y la perspectiva se oscurece cuando nos acercamos al terreno de los hechos. Mientras China expande rápidamente su programa de ayuda al desarrollo en zonas como África (véase Giovannetti, 2011) mediante acuerdos que incluyen cláusulas de no interferencia en los asuntos internos del país receptor y que están orientados por el beneficio económico recíproco, ¿se abstendrán otras potencias económicas de extender sus relaciones comerciales a receptores de ayuda al desarrollo solo porque allí no se respeten los derechos humanos? No conviene ser demasiado optimistas al respecto, y Europa no es una excepción. Basta revisar el comercio europeo de armamento con países donde es más que razonable pensar que podrían emplearse en la violación de los derechos humanos (la Libia de Gadafi o Yemen, por ejemplo). La imposición de sanciones comerciales prevista por la UE ha sido prácticamente nula y la operatividad de las cláusulas de respeto a los derechos humanos no llega a menudo mucho más allá de la retórica.

			En esta obra el lector encontrará la valoración sobre estos hechos realizada por tres expertos en la materia. Juan Soroeta, profesor titular de Derecho internacional público de la Universidad del País Vasco (San Sebastián) y buen conocedor de las relaciones exteriores españolas y europeas, analiza en detalle los casos de las relaciones de la Unión Europea con Israel, Argelia y Marruecos para llegar a conclusiones poco optimistas en cuanto al compromiso de la cooperación exterior europea con los derechos humanos. Jokin Alberdi es investigador de HEGOA, Instituto de Estudios sobre Desarrollo y Cooperación Internacional de la Universidad del País Vasco, así como profesor del departamento de Derecho constitucional en esta misma universidad. Alberdi revisa el estado de la cooperación europea al desarrollo —no solo la institucional, sino también la más descentralizada— y replantea asimismo algunos de los conceptos básicos sobre los que se ha venido desarrollando. Por último, Wilson de los Reyes, consultor en derecho internacional y derechos humanos, tiene un amplio conocimiento sobre la cooperación europea en Latinoamérica a partir de su experiencia profesional como representante de Impunity Watch en Guatemala. Impunity Watch es una ONG holandesa que promueve en diversos países del mundo que no queden impunes las violaciones de derechos humanos. De los Reyes se centra específicamente en los proyectos internacionales de cooperación en materia de derechos humanos, que a su juicio adolecen de cierta inefectividad derivada del exceso de burocratización que suele acompañar no tanto su propósito general como su puesta en marcha concreta. 

			Tomando pie en algunas de las reflexiones de Alberdi creo que conviene repensar las líneas por las que debería discurrir la cooperación europea en el futuro. Viéndolo con suficiente perspectiva histórica, desde la época de las declaraciones de derechos el eje de la economía internacional se desplaza y Europa pierde lentamente su antigua posición central. Pero, al mismo tiempo, el mayor volumen de ayuda al desarrollo en el mundo es hoy en día europeo. No ya de Europa en general sino particularmente de la Unión Europea, ya que los países que la forman aportan más de la mitad del total de fondos de ayuda al desarrollo. Sin embargo, este hecho no suele trascender a la opinión pública y, lo que es más importante, el prestigio (o desprestigio) europeo en la escena internacional no viene apenas determinado por ser el primer donante mundial de ayuda al desarrollo. Y paralelamente, como pusieron de manifiesto los más de cien países —donantes y receptores— convocados por la OCDE por primera vez en Roma (2003), luego en 2005 a la conferencia que conduciría a la Declaración de París y después en Acra (2008) y Busán (2011), las políticas de cooperación al desarrollo necesitan resolver serios problemas de armonización, coordinación, fijación común de objetivos, rendición recíproca de cuentas, etcétera. En línea también con lo señalado por Wilson de los Reyes. 

			Los países europeos se encuentran, por lo tanto, ante una ocasión estratégica para equilibrar su pérdida relativa de peso entre los grandes agentes económicos internacionales con un incremento de su prestigio merced a la calidad de sus relaciones comerciales y de sus políticas de cooperación al desarrollo, es decir, una reorientación hacia el softpower de una mayor vinculación de estas políticas con los derechos humanos. No hay que olvidar que la Unión Europea representa un 25 % del PIB mundial. En el ámbito de la cooperación puede elegir entre las tácticas cortoplacistas de priorizar sus intereses comerciales del momento o de mantener sus áreas de influencia tradicionales —sobre todo entre sus excolonias—,[4] o bien elegir una estrategia a más largo plazo que la lleve a diferenciarse y prestigiarse por seguir el enfoque de derechos humanos en la cooperación al desarrollo, un enfoque en el que también trabajan Naciones Unidas y la OCDE.[5] Los agentes directamente implicados en programas de cooperación están de acuerdo en la importancia de dicho enfoque en este sector de las políticas públicas en el plano de la legitimación, pero no son capaces de traducirlo al nivel analítico y operativo (Foresti, Booth y O’Neil, 2006, 8).

			En mi opinión, no se trata de añadir nuevos programas de cooperación, sino de redefinir los objetivos partiendo del desarrollo como un derecho. La Declaración sobre el derecho al desarrollo fue adoptada por la Asamblea General de Naciones Unidas el 4 de diciembre de 1986 y en ella se define justamente el desarrollo como la situación que permite el pleno disfrute de los derechos humanos. Concretamente, su artículo 1 dice:

			 

			Art. 1.1. El derecho al desarrollo es un derecho humano inalienable en virtud del cual todo ser humano y todos los pueblos están facultados para participar en un desarrollo económico, social, cultural y político en el que puedan realizarse plenamente todos los derechos humanos y libertades fundamentales, a contribuir a ese desarrollo y a disfrutar de él.

			 

			Como observó unos años después Barsh, a partir de esta declaración desarrollo significa el incremento de las capacidades humanas y de las elecciones individuales, no solo las estrictamente económicas, sino también las civiles y políticas. «De acuerdo con esta visión emergente, los derechos humanos y el desarrollo son, por definición, la misma cosa» (Barsh, 1993, 115). Este nuevo punto de vista invita a replantear el tradicional debate sobre si la cooperación al desarrollo puede plantearse independientemente de los derechos humanos, dado que esta hipótesis se ha vuelto de algún modo tautológica, al tender a integrarse ambos en un único concepto. Pero además el artículo 6.3 de la declaración establece la obligación de los Estados de eliminar los obstáculos al desarrollo que resulten de la inobservancia de los derechos civiles y políticos tanto como de los económicos, sociales y culturales. Por lo tanto, la declaración cierra la puerta a aquella opinión según la cual es preciso alcanzar un cierto grado de desarrollo económico para que a un país le sea exigible el respeto de los derechos humanos: la falta de garantías de los derechos es ya en sí misma un obstáculo al desarrollo. 

			La Declaración sobre el derecho al desarrollo va en total sintonía con las tesis de Amartya Sen. Según su propia expresión, «los papeles instrumentales de las libertades políticas y de los derechos humanos pueden ser muy importantes, pero la conexión entre las necesidades económicas y las libertades políticas también puede tener un aspecto constructivo. El ejercicio de los derechos políticos básicos aumenta las probabilidades no solo de que los poderes públicos respondan a las necesidades económicas, sino también de que la propia conceptualización —incluso la comprensión— de las “necesidades económicas” requiera el ejercicio de esos derechos» (Sen, 2000, 191). Por lo tanto, en la evaluación del desarrollo no solo puede tomarse en consideración el producto interior bruto u otros indicadores económicos relacionados con él, sino que tenemos también «que observar la influencia de la democracia y de las libertades políticas en la vida y las capacidades de los ciudadanos» (Sen, 2000, 188). 

			En conclusión, que las decisiones sobre la asignación de fondos de cooperación al desarrollo y la firma de acuerdos comerciales por parte de los países europeos esté condicionada de forma verdaderamente vinculante al respeto de los derechos humanos es algo que debería hacerse en un doble sentido, de manera que el desarrollo al que se refieren tales programas no solo sea entendido en términos de incremento del PIB, sino que incluya además programas específicos de promoción de una mayor efectividad de los derechos humanos. No hay por qué reducir la cooperación al desarrollo a la mejora de la producción agrícola, ganadera o pesquera o a los transportes, por citar algunos ejemplos; bien al contrario, también debería incluir la mejora de las garantías de independencia del poder judicial, la transparencia de los procedimientos electorales, el disfrute de una libertad de prensa sin amenazas o la erradicación de prácticas discriminatorias contra minorías ideológicas, étnicas o religiosas. En otras palabras, y hablando específicamente de las decisiones de la Unión Europea, no tendría sentido mantener como programas independientes el EIDHR (Instrumento Europeo para la Democracia y los Derechos Humanos) y sus correspondientes fondos, por una parte, y los fondos de cooperación al desarrollo por la otra. 

			En un segundo sentido debería quedar más firmemente establecido que la decisión de asignación de fondos de cooperación al desarrollo y la firma de acuerdos comerciales estarán condicionadas al grado de compromiso con programas de mejora de las garantías de los derechos humanos por parte de los Estados receptores de la ayuda o signatarios del acuerdo comercial, al tiempo que se evite que la población de tales Estados sufra la doble discriminación de un aparato estatal que desconoce sus derechos fundamentales y de la propia denegación de ayudas internacionales que mejoren sus condiciones de vida. Este doble compromiso puede llevar en el corto plazo a perder acuerdos comerciales con terceros países como, según describe Anthony Dworkin más adelante, sucedió en 2010 cuando Sri Lanka rehusó aceptar las cláusulas europeas sobre derechos humanos y se convirtió en socio comercial de China, un país que, como he mencionado antes, no vincula sus relaciones comerciales a estas cuestiones. Pero en el medio y largo plazo destacarían la cooperación al desarrollo y las relaciones europeas como un hecho diferencial.

			 

			 

			RESPONSABILIDAD INTERNACIONAL DE LOS ESTADOS Y CORPORACIONES EUROPEOS Y DERECHOS HUMANOS

			 

			Si Europa y las colonias británicas de América tuvieron en el pasado el protagonismo en la transición hacia sistemas políticos basados en la garantía de los derechos humanos, ¿qué papel desempeñan hoy en día? En el caso particular europeo, junto a este protagonismo histórico debe contarse también el referido al auge de los regímenes fascistas y las violaciones masivas de los derechos humanos a que condujeron, a la aparición del régimen estalinista y sus atrocidades o al colonialismo capaz de justificar la mayor brutalidad contra seres humanos, como en el Congo belga. Cabría pensar que por ambas razones, por su responsabilidad histórica en la génesis de los derechos humanos y por haber perpetrado algunas de las mayores violaciones contra estos mismos derechos, la Europa actual se destacaría en sus políticas públicas por la garantía de los derechos fundamentales, y particularmente en su acción exterior. Pero tampoco en este terreno es fácil dejarse llevar por el optimismo e ignorar los puntos críticos. La sucesión de acontecimientos que terminarían por desencadenar la guerra en la antigua Yugoslavia no dejaba demasiado espacio para la duda a un observador bien informado. Las señales de una seria amenaza a los derechos fundamentales eran suficientemente evidentes. Sin embargo, las democracias europeas fueron incapaces de evitar la reaparición de los campos de concentración y la limpieza étnica dentro de las fronteras de la misma Europa. Lazos históricos o intereses creados conducían a discrepancias estratégicas entre los responsables políticos (como el prematuro reconocimiento de Croacia por parte de Alemania), y de la consiguiente inacción vino el resultado conocido. 

			El más reciente caso de las llamadas «primaveras árabes» es otra buena muestra de esta incapacidad. La anuencia de la política exterior con regímenes que, en el mejor de los casos, solo tenían de democracia una frágil apariencia exterior (como Túnez o Egipto), cuando no eran abiertos despotismos (como en Libia),[6] quedó patente cuando tales sistemas políticos se derrumbaron. El realismo de las relaciones internacionales al estilo de Robert Kaplan suele defender que la única política exterior viable es aquella en la que un país defiende sus intereses y no desorienta sus esfuerzos hacia valores o principios imposibles de alcanzar. Pero, a medio y largo plazo, la población que ha sufrido sistemas autoritarios y que ha visto a las democracias mantener buenas relaciones con el poder que antes las oprimía suele volverse luego, cuando dicho poder cae, hacia alternativas antidemocráticas. Es así como se puede comprender la deriva de Afganistán o de Irán desde hace décadas. 

			La cuestión, por lo tanto, es qué papel desempeña Europa en la promoción y defensa de los derechos humanos en el sistema de relaciones internacionales, en el sentido de si puede afirmarse que representa un hecho diferencial respecto de otras regiones o países. Y también ahora se trata de contrastar el papel de las declaraciones de intenciones con un análisis de la praxis realmente seguida. Porque compromisos en el nivel normativo no faltan. En el caso de la Unión Europea, el Tratado de Maastricht (1992) estableció lo siguiente en su artículo 21.1:

			 

			La acción de la Unión en la escena internacional se basará en los principios que han inspirado su creación, desarrollo y ampliación y que pretende fomentar en el resto del mundo: la democracia, el Estado de derecho, la universalidad e indivisibilidad de los derechos humanos y de las libertades fundamentales, el respeto de la dignidad humana, los principios de igualdad y solidaridad y el respeto de los principios de la Carta de las Naciones Unidas y del Derecho internacional.

			 

			Con la misma redacción se mantiene en el correspondiente artículo 21 del Tratado de Lisboa. El Tratado de Londres, por el que en 1949 se creó el Consejo de Europa, pretendía fortalecer un espacio de democracia y respeto de los derechos humanos en el continente y, entre otros órganos, estableció el Comité de Ministros, que reúne a los ministros de Exteriores de los Estados miembros. Aunque la organización tiene como ámbito de actuación las relaciones entre Estados europeos, el Comité de Ministros se pronuncia en ocasiones sobre cuestiones de derechos humanos de terceros países, tratando de orientar la política exterior, como ha ocurrido por ejemplo en relación con Siria.[7] 

			En esta sección se trata, por tanto, de evaluar si estos y otros compromisos normativos que se verán en detalle se traducen en una acción exterior significada por su compromiso con los derechos humanos. Para ello cuenta, en primer lugar, con la aportación de Todd Landman, executive dean de la Facultad de Ciencias Sociales, exdirector del Institute for Democracy and Conflict Resolution y del Centre for Democratic Governance y codirector del Human Rights Centre, todo ello en la Universidad de Essex y con gran experiencia en los sistemas de evaluación de los derechos humanos a través de metodología cuantitativa, y particularmente a través de indicadores. Landman centra su atención en la política exterior de la Unión Europea y hace un análisis pormenorizado del marco normativo referido a los derechos humanos en esta acción exterior. Revisa además cómo se han llevado a cabo de hecho estos compromisos normativos en las diferentes regiones en que se focaliza la acción exterior de la Unión: la Europa ampliada (las relaciones de los miembros originarios con los países hacia los que se fue extendiendo la Unión), el Mediterráneo, Asia, África y América Latina. En términos semejantes a lo ya visto respecto de la política de cooperación, Landman concluye que la Unión debería revisar sus definiciones operativas de democracia y derechos humanos de manera que estos conceptos sean más susceptibles de medirse y supervisarse en los efectos de la política exterior europea, que además tiene todavía recorrido para que su potencial político y económico beneficie la promoción de los derechos humanos y la democracia. 

			Desde el punto de vista de las responsabilidades, no solo se trata de valorar la acción exterior de los Estados europeos sino también el papel desempeñado por las grandes corporaciones económicas. De un tiempo a esta parte se está abriendo paso una nueva forma de valorar estas responsabilidades. Pensemos, por ejemplo, en el caso de las empresas privadas de seguridad que participan en conflictos armados (como Blackwater en la invasión de Irak por parte de Estados Unidos y sus aliados), las compañías del sector informático y las comunicaciones que han colaborado con regímenes autoritarios en la imposición de la censura o las compañías aéreas que participaron en los vuelos secretos de la CIA, por no citar los desplazamientos forzados de población y los asesinatos por parte de compañías extractivas de materias primas. Las violaciones de derechos humanos que pueda haber aquí implicadas no solo son imputables a gobiernos, que no habrían podido actuar sin la colaboración de estas compañías, sino que en algunos casos los gobiernos no han tomado parte en estas violaciones y son directamente las compañías las responsables. Para responder a la creciente preocupación por este tipo de responsabilidades se han desarrollado iniciativas tanto en instituciones públicas como en ONG. En el primer plano tenemos el caso de Naciones Unidas, cuyo Consejo de Derechos Humanos aprobó en junio de 2011 los Principios rectores sobre las empresas y los derechos humanos. Culminaba así un largo proceso cuyas raíces se remontan a la década de 1970, pero en el que todo tipo de obstáculos fueron impidiendo un consenso normativo básico. En 2005 el secretario general designó al profesor John Ruggie como representante especial sobre este asunto. Como consecuencia de las conclusiones presentadas por Ruggie, el Consejo de Derechos Humanos aprobó finalmente estos principios rectores. En el ámbito de las ONG cabe destacar la labor desempeñada en este campo por la organización Business and Human Rights Resource Centre.[8] 

			A la responsabilidad de las corporaciones en materia de derechos humanos prestan especial atención Susanne Gratius, investigadora principal de FRIDE (Fundación para las Relaciones Internacionales y el Diálogo Exterior), y Francisco Javier Zamora, catedrático de Derecho internacional privado de la Universitat Jaume I de Castellón. Susanne Gratius analiza las dificultades que la globalización ha traído para controlar a las corporaciones multinacionales desde los Estados-nación, porque a fin de cuentas son los Estados los que tienen los medios para vigilar el cumplimiento de las normas, pero el equilibrio de poder entre Estados y corporaciones se está descompensando hacia las segundas. A su vez analiza la acción exterior de la Unión Europea mediante un estudio comparativo de América Latina y los países árabes, áreas en las que Gratius es una reconocida experta. Zamora, por su parte, analiza el precedente que pueden suponer para Europa las causas abiertas en Estados Unidos contra corporaciones por violación de derechos humanos al amparo del Alien Tort Claims Act (ATCA). A pesar de que esta ley fue aprobada en 1789 y el legislador no podía entonces imaginar su aplicación a casos como los citados, algunos abogados de derechos humanos han visto en ella una base jurídica adecuada para emprender acciones contra corporaciones económicas por sus prácticas contrarias a los derechos fundamentales. El devenir de estas causas es de singular importancia por el precedente que pueda suponer en el ámbito internacional, y particularmente en Europa.

			Por último, Anthony Dworkin, senior policy fellow en el European Council on Foreign Relations, hace un balance poco halagüeño en el que considera que el mundo se encamina hacia una etapa postoccidental, en el sentido de que quienes llevaron en el pasado la iniciativa en el reconocimiento y constitucionalización de los derechos fundamentales (Europa y Estados Unidos), no están ya en condiciones de presentar sus sistemas políticos como objetivamente mejores, como objetivos que los demás deberían alcanzar. El declive de la influencia internacional europea y estadounidense es, así, inevitable. Se une a ello una política exterior europea titubeante o abiertamente criticable por sus decisiones en materia de derechos humanos en casos concretos (Uzbekistán, Egipto, Bielorrusia o Túnez). 

			 

			 

			LOS DERECHOS SOCIALES COMO FACTOR DIFERENCIAL EUROPEO

			 

			Cuando Alemania aprobó su Constitución de 1919, conocida como Constitución de Weimar por la ciudad en la que fue aprobada, marcó el inicio del llamado Estado social. Históricamente hablando, México la precedió con su Constitución de 1917, y aunque esto no pase de una conjetura, probablemente tampoco Alemania habría seguido esa senda si no hubiese triunfado la Revolución soviética, también en 1917. Pero desde el punto de vista de la influencia posterior, lo cierto es que la Constitución de Weimar abrió un precedente por el que luego transitarían muchos otros países. Cierto es que durante setenta años hubo también en la escena internacional un conjunto de países que eligieron el modelo de Estado soviético, que hacía hincapié en los derechos económicos, sociales y culturales, pero según las normas internacionales de derechos humanos, estos son indivisibles y el desarrollo de una parte de ellos no puede hacerse a costa de la otra, en este caso a costa de los derechos civiles y políticos. El punto de equilibrio, por lo tanto, se ha puesto durante mucho tiempo en el modelo del Estado social que arrancó en 1919. Y es ese el punto de equilibrio porque, si el modelo soviético dejaba de lado una parte de los derechos, no puede ignorarse que otros países siguen hoy identificando los derechos humanos exclusivamente con los derechos civiles y políticos. Estados Unidos, por ejemplo, es uno de los pocos países miembros de Naciones Unidas que no ha ratificado el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. A pesar de que el presidente Carter firmó el tratado en 1977, no se han dado pasos eficaces para su ratificación parlamentaria. 

			Por lo tanto, si al comienzo planteaba cómo ha evolucionado hasta el presente el papel en la promoción de los derechos humanos de Europa y Estados Unidos (en referencia a la polémica Jellinek-Boutmy), lo cierto es que, en este punto particular, la iniciativa, desde 1919 en adelante, ha sido principalmente europea. Y el referente internacional de modelos políticos que se han distinguido por el sistema de garantías de los derechos económicos sociales y culturales han sido algunos países europeos. Los países escandinavos, en particular, han estado en la atención de otros muchos Estados y de líderes políticos individuales como modelo. El Consejo de Europa, que hoy en dia reúne a todos los países europeos a excepción de Bielorrusia, Kazajistán y el Vaticano (que no reúnen las garantías democráticas exigidas para ser admitidos como miembros) aprobó en 1961 la Carta Social Europea y creó el Comité Europeo de Derechos Sociales para supervisar el cumplimiento de los compromisos de los Estados signatarios. 

			Pero también desde 1919 hasta hoy se ha producido la crisis del Estado social y las fases de recesión económica han sido aprovechadas para reducir las garantías de los derechos sociales. Los embates ideológicos y económicos contra este modelo nos permiten preguntarnos si el Estado social seguirá siendo reconocible en el futuro y, sobre todo, si Europa marcará una diferencia específica en la escena internacional en este aspecto. Para responder a esta interrogante, el Instituto de Gobernanza Democrática ha consultado con un amplio plantel de expertos. 

			Jaime Marchán Romero, expresidente del Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de Naciones Unidas, se plantea a partir de su experiencia en el observatorio privilegiado en el que desempeñó sus responsabilidades si, en la comparativa con otras regiones, Europa destaca por su grado de compromiso con los derechos económicos, sociales y culturales. Polonca Končar, expresidenta del Comité Europeo de Derechos Sociales y catedrática de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social en la Universidad de Liubliana, hace un repaso histórico de la génesis de la Carta Social Europea para mostrar el protagonismo de este continente en la defensa de los derechos sociales. Manuel Calvo García, catedrático de Filosofía del Derecho y director del Laboratorio de Sociología Jurídica de la Universidad de Zaragoza, revisa cómo la exigibilidad y efectividad de los derechos económicos, sociales y culturales se ven amenazadas en tiempos de crisis y se hace eco de los debates actuales sobre las debilidades de la gobernabilidad global y cómo repercuten en tales derechos. 

			Jean-Michel Belorgey, presidente de sección en el Consejo de Estado francés, expresidente y actual miembro del Comité Europeo de Derechos Sociales y considerado por muchos como el padre de la renta mínima de inserción francesa, plantea en su aportación a esta obra algunos puntos débiles de los derechos económicos, sociales y culturales en la Europa contemporánea. Así, por ejemplo, en paralelo a la responsabilidad de las corporaciones europeas en violaciones de derechos humanos ya mencionada, se pregunta qué responsabilidad tienen también aquellas empresas europeas que han deslocalizado su producción y se acogen a las legislaciones sociales menos garantistas de los países en que se instalan. Considera también la falta de compromiso de algunos jueces ante los compromisos internacionales sobre derechos sociales, o los problemas de discriminación de los no nacionales de Estados europeos. Por último, Jean-François Akandji-Kombé, coordinador general de la Red Académica sobre la Carta Social Europea (European Social Charter Academic Network) y codirector del departamento de Derecho Social en el Instituto de Investigación Jurídica de la Universidad París 1 (la Sorbona), se centra en los problemas de justiciabilidad de los derechos sociales para valorar si el sistema europeo destaca en esto respecto a la comparativa internacional, y su conclusión no es positiva. 

			Esta obra que ahora llega al lector gracias a la colaboración entre Paidós y el Instituto de Gobernanza Democrática ha sido posible gracias al apoyo del Instituto y de su director, Daniel Innerarity, y su secretario, Juan José Álvarez Rubio. La celebración del congreso del que se origina fue en parte financiada gracias al proyecto de investigación «El tiempo de los derechos», un proyecto Consolider-Ingenio 2010. Deseo agradecer también su colaboración a todos los miembros del grupo de investigación en derechos humanos y derechos fundamentales de la Universitat Jaume I, así como a Sergio García Magariño y Luxía Iriondo por su apoyo decisivo en los trabajos preparatorios.
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			1.  INTRODUCCIÓN: EL COMPROMISO DE LA UNIÓN EUROPEA CON LOS DERECHOS HUMANOS

			 

			Como habrá deducido inmediatamente el lector, el mero hecho de utilizar la interrogación para titular el presente trabajo lleva implícita la respuesta. En las líneas que siguen trataremos de explicar las razones por las que es difícil que esta sea afirmativa.

			Aunque han transcurrido varias décadas desde la creación de las Comunidades Europeas, es común todavía oír que ya desde aquel momento estaba consolidado el compromiso de los Estados partes con los derechos fundamentales, lo cual es una verdad a medias, pues, como recuerda Torrens (2005), la configuración de la Comunidad como un mercado interior en el que los factores de producción debían circular sin ningún tipo de restricción no necesitaba de los derechos humanos para su realización. Sin embargo, es cierto que, aunque tal compromiso no estaba expresamente recogido en los tratados fundacionales más que de una forma dispersa, la necesidad del respeto de los derechos fundamentales inspiraba ya su filosofía, tal y como lenta pero progresivamente fuera estableciendo a partir de 1969 la jurisprudencia del Tribunal de Justicia.[1] Hubo que esperar hasta fechas muy recientes[2] para que este principio se plasmara en la Carta de Derechos Fundamentales (7 de diciembre de 2000), en cuyo preámbulo se señala que 

			 

			la Unión está fundada sobre los valores indivisibles y universales de la dignidad humana, la libertad, la igualdad y la solidaridad, y se basa en los principios de la democracia y del Estado de derecho. Al instituir la ciudadanía de la Unión y crear un espacio de libertad, seguridad y justicia, sitúa a la persona en el centro de su actuación.

			 

			Para conseguir tal objetivo, la Carta daba un primer paso al reafirmar los derechos reconocidos «por las tradiciones constitucionales y las obligaciones internacionales comunes de los Estados miembros, el Tratado de la Unión Europea y los tratados comunitarios, el Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales, las Cartas Sociales adoptadas por la Comunidad y por el Consejo de Europa, así como por la jurisprudencia del Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas y del Tribunal Europeo de Derechos Humanos». Sin duda, la importancia de esta afirmación se deriva del vínculo que establece entre los derechos reconocidos en estos instrumentos jurídicos y su posterior interpretación a cargo de la jurisprudencia de los dos principales órganos jurisdiccionales europeos, aunque, para evitar dudas, aclaraba que, pese a que sus disposiciones están dirigidas a las instituciones y órganos de la Unión, respetando el principio de subsidiariedad «no crea ninguna competencia ni ninguna misión nuevas para la Comunidad ni para la Unión y no modifica las competencias y misiones definidas por los tratados» (art. 51). 

			Tras el fracaso de Niza y del mal llamado «Tratado Constitucional», el Tratado de Lisboa daba un paso fundamental, ya que, pese a no incorporar el texto de la Carta, le reconocía —por fin— valor jurídico, en los siguientes términos: 

			 

			La Unión reconoce los derechos, libertades y principios enunciados en la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea de 7 de diciembre de 2000, tal como fue adaptada el 12 de diciembre de 2007 en Estrasburgo, la cual tendrá el mismo valor jurídico que los tratados.[3]
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